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un pl:lzo de cuatro días para la subsanación, los recurrentes así lo
hicieron por escrito de 18 de diciembre de J986. al que sigue providencia
dc :D de enero de 1987 que da por cumplimentada la subsanación de
dcfcetm y cita a las panes para la celebración del acto de conciliación
~. JUICio. remitiéndose las correspondientes citaciones a la demandada.
-\. la misma no se le dio audiencia en relación con el escrito de
subsanación ni consta Que se le notificara la providencia en que se tienen
por subsanados los defectos de la demanda.

Los recurrentes estiman que, al no operar en el proceso laboral la
('\cepeión de defecto legal en el modo de proponer la demanda. debería
el !\1agistrado. o haber puesto de manifieslO a los actores Jos defectos del
escrilO de subsanación, concediéndoles un nuevo plazo para subsanar 0,

adml1ida lo demanda por haber considerado subsanados los defectos. si
posteriormente los consideraba no subsanados. haber ordenado retro~

lr:icr las actuaciones para que de nuevo se corrigieran los posibles
def('ctos oc la demanda de acuerdo con los previstos en el arto 72 LP.L.

)\;0 tienen razón los recurrentes. El plazo improrrogable concedido
por la Ley paJ:a la subsanación de defecto impone al orden judicial
!ffcmisiblemcnte el archivo de las actuaciones si la parte no cumplió, en
el tlempo concedido para ello. el mandato judicial de subsanar el defecto
obsCT\'udo. La misma regla que, en perjuicio del demandado. opera en
r"láción con la nulidad y retroacción de las actuaciones por no haberse
aplicado el art, 72 LP.L. ante un defecto subsanable de la demanda.
debe jugar también. ahora en su favoL en relación con el mismo art. 72
L.P.L en cuanto a la falta o incorrección en la subsanación de defectos
de la demanda que le hubieran sido puestos de manifiesto al deman­
dante. Al margen de la argumentación dada por el Tribunal Central de
Trabujo -de que la alegación en juicio sobre la preexistencia de los
de-f{-etos de la demanda tiene el carácter material de un recurso contra
la providencia que daba por subsanados los defectos, que la demandada
no pudo interponer en su momento por no habérsele notificado ni el
ese rilo de subsanación ni la providencia que tuvo por subsanado el
d('feC'to (lo que hubiera permitido que el asunto se hubiera zanjado en
el momento mieial de la admiSión de la demanda)- lo cierto es que la
admisión a trámite de la demanda, al igual que no impide el retrotraer
las actuaciones para subsanar los defectos. tampoco impide. ante una
~degacíón en el acto del juicio de la parte demandada. frente a la Que
puede defenderse la parte actora, la inadmisión de la demanda en la
Sentencia, por constatarse el no correcto cumplimiento de la subsana·
ción ordenada por el Juez.

El error de apreciación del Magistrado de Trabajo no puede vincular
a la parte demandada. Aunque aquel hubiera podido. si advirtió ese
error en el acto de la vista, suspender esa vista. anular lo actuado y
r\.~trC'traer las actuaciones al momento de notificar a la demandada, la
providencia en que estimó subsanados los defectos de la demanda. para

que la dcm.:JndJda pudiera formular recurso de reposición frente a la
mism'L lnmbi('n podía. y posiblemente nsí lo hizo por razones de
ecollomía procesal, continuar el proceso hasta su terminación y declarar
en SCll1encia no subsanado el error. como ha hecho. y de esa declaración
se dl.'rJ\a nc'ccsariame-nte. por manda10 legal. el ordenar el archivo de la
dem::Jnd::J SlO más trámite.

Lo que no podía en ninguno de los dos casos. y ésta parece ser en
el fondo la prelensión de los recurrentes, cra retrotraer las actuaciones
:\1 momento de presentar el escrito de subsanación y conceder a los
demandantes un nuevo plazo para subsanar los defectos apreciados en
ese e"crito de subsanación de los defectos origmarios de la demanda. No
C'S que esa subsanación no fuera juridicamente exigible. en el sentido de
la jurisprudencia de este Tribunal (STC 39/1984). sino que la misma le
est:\ba vedada al órsano judicial, ya que del arto 72 L.P.L se deriva con
toda clandad que SI no se subsanan los defectos en el plazo de cuatro
dí;lS habrá de ordenar irremisiblemente el archivo. excluyendo así la Ley
una reiteración o cadena de subsanaciones sucesivas. Que podría
significar el ampliar ad infinifllll1 bs posibilidades de subsanación de la
demanda. como señala el Ministerio Fiscal. A los demandantes se les
había encarecido una subsanación de defectos en un determinado plazo
que aquellos no quisieron o supieron hacer en d tiempo legalmente
establecido para ello, el estimar no subsanado el defecto y el correspon­
diente archivo de las actuaciones no ha l('sionado su derecho al acceso
a los tribunales por existir una causa legalmente prevista para la
inJ.dmisión de la demanda. que -ha sido aplicada correctamente por el
órgano judicial sin que la interpretación de los preceptos legales
correspondientes pueda en modo alguno estimarse contraria al derecho
fundamental invocado por los recurrentes.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitucional, POR LA
AL:TORlDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN DE LA NACiÓN
ESPAÑOLA,

Ha decidido

Desestimar el presente recurso de amparo

Publiquese esta Sentencia en el «Boletin Oficial del Estado».

Dada en Madrid. a once de febrero de mil novecientos noventa y
uno.-Francisco Rubio L1orente.-Miguel Rodríguez-Piñero y Bravo­
Ferrcr.-Josc Luis de los Mozos y de los Mozos.-Alvaro Rodriguez
Be-reijo.-José Gabaldón López.-Firmados y rubricados.

l. Antecedentes

EN NOMBRE DEL REY

SENTENCIA.

la siguicnte

") La demanda se basa en los siguientes hechos:

a) La aclOra formuló demanda ante la jurisdicción laboral pidiendo
se- declarase el incumplimiento contractual de su emplcador por impago
de! salario pactado como contraprestación al trabajo desempeñado
(((Ensej'¡anza Musical») en el ColcglO <~Mare de Deu-de la Misericordia))
de- la localidad de Canet de Mar. La demanda se dirigió contra el
Ayuntamiento de- dieha localidad, así como contra la Asociación de
Pndres de Alumnos del Centro y contra el Departamento de Enseñanza
de la Generalidad de Cataluña (titular del Centro).

b) Con fecha 27 de julio de 1985 recayó Sentencia de la Magistra­
tura de Trabajo núm. 9 de Barcelona. estimatoria de la demanda. El
órgano judicial declaró extinguido el contrato de trabajo y, absolviendo
al resto_de los codemandados. condenó al Ayuntamiento de Canet de
Mar a abonar a la hoy demandante, con independencia de 'la deuda
salarial contraída. una indemnización por cuantía de 455.625 pesetas.

De-slaca hoy la actora que en la Sentencia así dictada por la
Magistratura de Trabajo, se declararon como hechos probados que la
demandante «suscribió acuerdo con el Ayuntamiento de Canet de Mar
el 11 de enero de 1975» para impartir la enseñanza musical antes citada,
que «nin~una relación mantuvo la aclara con la Asociación de Padres
de Familla codemandada», que «asimismo tampoco mantuvo la actora
relación con el Colegio "Mare de Deu de la Misericordia" de Canet de
Mar. dependiente de la Generalidad de Cataluña, salvo el desarroUar su
actividad en un aula de dicho Colegio» y, en fin, que «desde julio de
1983 no se abonan a la actora sus emolumentos».

e) Frente a la anterior resolución interpuso recurso de suplicación
ante el Tribunal Central de Trabajo el Ayuntamiento de Canet de Mar,
r("(urso que fue resuelto y estimado por Sentencia de 13 de julio de 1986..
El Tribunal Central declaró la incompetencia del orden jurisdiccional
social para conocer del asunto, anulando la. Sentencia recaída en la
instancia y previniendo a las partes por si deseaban hacer uso de su
derecho ante la jurisdicción contencioso·administrativa.

En la Sentencia dictada en suplicación se «admite en su integridad
el relato histórico de la Sentencia recurrida», declarándose en ella que
«de las actuaciones obrantes en autos se desprende que ambas partes
concertaron acuerdo el 12 de enero de 1975 por el que la recurrente se

Sala Segunda. Sentencia 26/1991, de 11 de febrero.
R('curso de amparo 1.456/1988. Contra Sen/ene/a de la
Sala Tercera de la Audiencia Territorial de Barcelona.
Vulneración del derecho a la tutela judicial efcctira: /nclIm­
plill1ÍC'/lto por el órgano judicial de la función de tUle!a por
no ident~ficar la r{a jurisdiccional idónea.
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1. EllO de agosto de 1988 se presentó escrito del Procurador don
Federico Olivares Santiago en el que interpone recurso de amparo
constitucional en nombre y representación de doña Maria Asunción Tio
Puges, contra la Sentencia de la Sala Tercera de )0 Contencioso­
Administrativo de la Audiencia Territorial de Barcelona de 20 de julio
c1~ 1988 (recurso núm. 665/1987), por posiblc vulneración del derecho
f~lndamental reconocido en el art. 24.1 CE.

En el recurso de amparo núm. 1.456/1988. interpuesto por doña
María Asunción Tío. Pagés. representada por el Procurador de los
Tribunales don Federico Olivares Santiago y asistida del Letrado don
J()S~; Manuel Gómez de Miguel. contra la Sentencia dictada por la Sala
Tercera de lo Contencioso-Administrativa de la Audiencia Territorial de
Barcelona (recurso núm. 665/1987). Ha sido parte el Ministerio Fiscal
y Ponente el Magistrado don Miguel Rodríguez-Piñero y Bravo-Ferrer,
quien expresa el parecer de la Sala,

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional. compuesta por don
Francisco Rubio L1orcnte, Presidente. don Miguel Rodríguez-Piñero y
Hr¡¡vo~Ferrer, don José Luis de los Mozos y de los Mozos, don Alvaro
Rodríguez Bereijo y don José Gabaldón Lópcz. Magistrados, ha pronun­
ciado.
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comprometía a impartir enseilanzas de Musica a los alumnos del
Colegio, sien·do el Ayuntamiento quien abonaba sus retribuciones a la
<leIma», entre otros extremos que se dicen constatados por el Tribunal
Central de Trabajo. Sin embargo, la Sentencia estimó- que esa reJadón
de servicios no era de naturaleza laboral sino administrativa

d) De conformidad con lo así indicado por el Tribunal Central de
Trabajo. interpuso la actora recurso contcncioso·administrativo del que
conoció la Sala Terccm de la Audiencia Territorial de Barcelona. La
Inspección Provincial de Trabajo y Seguridad Social de Barcelona
procedió, con fecha 5 de noviembre de 1987, «a extender Acta de
Liquidación por falta de afiliación y cotización a la Seguridad Social por
el período de noviembre de 1981 a abril de 1987, habida cuenta de la
contratación administrativa de la recurrente ...» (bies actuaciones de la
autoridad laboral se incorporaron, como prueba, a los autos del recurso
contencioso-administrati vo).

_. e) Con fecha 20 de junio de 1988 dictó Sentencia la Sala Tercera de
lo Contcncioso-Administrativo de la Audiencia Territorial de Barcelona,
desestimatoria del recurso interpuesto. El órgano judicial, tras indicar lo
declarado por el Tribunal Central de Trabajo en orden a la existencia de
((una relación contractual de naturaleza administratiVa» con el Ayunta·
miento recurrido, estimó que:

K~ la vista de los datos que obran en las actuaciones es
evidente que la pretensión de la recurrente. tal como aparece
planteada en la demanda, no puede prosperar. Ello es asi
porque, de existir aquella relación contractual, que este
Tribunal estima no debidamente acreditada ante la carencia
de los elementos necesarios que prueben su certeza, pues más
parece que su origen se debió a un altruista proceder de la
recurrente que era remunerado, a través de una subvención.
que a una verdadera voluntad contractual. debe entenderse
que se extinguió transcurrido un año desde su inicio, habida
cuenta que (sic) conforme claramente expresa el arto 25. I del
Decreto 3.046/1977, de 6 de octubre, la duración de los
contratos concertados entre las Corporaciones locales y los
particulares para funciones administrativas o técnicas concre­
tas y con carácter temporal, dentro de los créditos disponibles,
no podrti exceder de un año y tendrán el carácter de
improrrogables y no renovables}).

Anadió el Tribunal a esta consideración la de que ((el Avuntamiento
siempre ha negado cualquier tipo de relación con la' recurrente»,
constatando también que fue la Asociación de Padres de Alumnos
(única y exclusivamente la que directamente se relacionaba con la
recurrente», pagando sus servicios con una subvención recibida del
Ayuntamiento. de tal modo que «(es a partir del momento en que se
suprime la subvención que. o bien la Asociadón de Padres de Alumnos
no comunicó tal circunstancia a la recurrente. o bien ésta, aunque
~abedora de tal hecho. prefirió continuar la actividad pedagógica con la
Idc3. de que, en cualqUier caso. cobraría». Concluyó la Sala estimando
que:

({ante la inexistencia de probanza alguna que permita susten­
tar una u otra de tales hipótesis. cuya solución debe buscarse
a través de la vía judicial procedente. que no es precisamente
la jurisdicción contencioso·administrativa, lo cierto es que, en
todo caso. el presente recurso debe ser desestimado», como se
declara en el fallo.

3. La fundamentación en Derecho de la demanda de amparo es, en
síntesis. la siguiente:

a) Se aduce que la Sentencia impugnada vulneró el derecho
reconocido en el art. 24.1 C.E.. lesión que se habría prodUCido porque
d Tribunal contencioso fundamentó su fallo en la falta de probnoLJ de
la' rdación contractual trabada con el Ayuntamiento recurrido, DC'S\.' a
qut: (para la jurisdicción laboral que intervino con antenoridad cn el
c.\nmcn de! asunto, qu<.'dó establecida con carácter firme l.' dc!inn¡vo la
existencia de dicha relación (... ) al tiempo que se excluyó c-ualqui..::r lipa
de relación tanto con la indicada ..-\so('wción de Padres de Alumnos
como con el Departamento de Enseñanza de la Generalital de enla­
lunya». Incluso el propio Ayuntamiento sostu..-o al recurrir en suplica·
ción {(que le unia a mi representada una relación contraclual de
naturaleza administrativa».

En definitiva «se aprecia (... ) una radical contradicción cntre las
n:soluciones de los do"s órdenes jurisdiccionales». Alega al respecto la
a('tora (con cita de las SSTC 77/1983. 6:!/1984, 158il985 ..- 154/1985)
que «~o que no puede ocurrir es que unos mismos hechos ex(stJn y dejen
de eXistIr para los organos del Estado».

b) El mismo derecho cónstitucional a la tutela judicial efectIva se
habría vulnerado. en la Sentencia impugnada~ por otra 'causa, pues en
l'sta resolución, tras apuntarse la eventual existencia de una relación
cntrc la actora y la Asociación de Padres de Alumnos. "se termina por
remitir a la recurr~nte a otra jurisdicción. SIO determinar cua!». Con dIo
«qu('da ('errado el circulo de la total denegación de tutda a la recurrcnte,
que v\..' frustrado (sic) la satisfacción de su derecho a la tutela ekctiva de

7

Jueces y Tribunales tras haber acudido a la jurisdicción laboral y, por
indicJ<:ión expresa de aquella jurisdicción, a la jurisdicción contencioso­
administrativa que se niega a conocer del asunto.

Se solicita se declare la nulidad de la Sentencia impugnada y se
reconozca el derecho al abono de los salarios reclamados. Subsidiaria­
mente se pide la retroacción de las actuaciones al momento de dictar
Sentencia «para que ésta sea dictada a la vista, entre otros extremos, de
los hectos declarados probados en forma firme y definitiva por el orden
jurisdiccional. de forma que, o bien se dicte Sentencia sobre el fondo o
bien. de estimarse incompetente, se indique expresamente la jurisdic­
ción competente y, de tratarse de la jurisdicción laboral. plantee en la
forma legalmente establecida el correspondiente conflicto de jurisdic­
ción (... )).

4. Tras la apertura del tramite de admisión por providencia de 17
de abril de 1989 la Sección acordó la admisión a trámite de la demanda,
solicitar la remisión de las actuaciones de la judisdicción laboral y de la
jurisdicción contencioso-administrativa, y de esta liltima. el emplaza­
miento de quienes hubiesen sido parte en el proceso.

Recibidas las actuaciones por providenCIa de 3 de julio de 1989, se
concedió un plazo común de veinte días a la representación de la
soliCitante de amparo y al Ministerio Fiscal para la formulación de
alegaciones,

.5. En su escrito de alegaciones la solicitante de amparo reitera que,
tras agotar la vía jurisdiccional laboral y la contencioso-administrativa,
no ha visto atendido su derecho fundamental a obtener una decisión
judicial sobre su pretensión, pues para el orden jurisdiccional laboral la
relación contractual se mantuvo con el Ayuntamiento pero calificándola
de naturaleza administrativa por lo que declaró su incompetencia
remitiendo a la actara a la jurisdicción contencioso-administrativa, esta
entiende no suficientemente probada la relación contractual con el
A)untamiento al tiempo que insinúa que dicha relación se mantuvo con
la Asociación de Padres, remitiendo a la recurrente a la vía judicial
procedente sin indicar cuál estimaba que lo era. El fundamento del
recurso no es que el Tribunal ContenciOSO-Administrativo se encontrase
vinculado por la calificación jurídica' efectuada. por la jurisdicción
laboral. ni siquiera por los hechos probados. sino el que unos mismos
hechos existan y dejen de existir en pronunciamientos judiciales
abiertamente contradictorios de los cuales resulta que unos mismos
hechos ocurrieron o no ocurrieron. Ante la contundente prueba autora
obrada en los autos y ante la inexistencia de prueba alguna en sentido
contrario la jurisdicción contencioso·administrativa venia obligada a
poner las razones por las cuales a su juicio no existía contradicción entre
ambas resoluciones y firmes, indicando además qué jurisdicción esti­
maba competente y, en su caso, promover el correspondiente conflicto
de jurisdicción ante la Sala correspondiente del Tribunal Supremo. Se
destaca que la Asociación de Padres ya ha sido absuelta de la
reclamación laboral por falta de legitimación pasiva. La recurrente ha
visto cerrada toda posibilidad de obtener satisfacción a su pretensión.
por lo que la resolución judicial debe ser anulada.

6. El Ministerio Fiscal estima que ha existido violación del derecho
a la tutela judicial efectiva. La actora, tras intentar dos procesos, no ha
obh:nido respuesta al fondo y se ha quedado sin salida al no. indicárscle
cuál era la vía judicial procedente. v no parece que la vía cl\'il pudiera
conducir a resultado practico, Esa sltuación tiene una solución prevista
por la ley en el 3rt. 50 LOPJ, el recurSO por defecto de jurisdicción ante
la Sala que se declare incompetente. pam que éstJ, previa audiencia de
las partes personadas. remita las actuaciones J la SJla de conflictos. Tal
recurso no se interpuso. con lo que no se agotó la vía judicial procedente
ni se respetó el carticter subsidiario del recurso de amparo. aunque a este
tTror fue inducida po'· la propia Sala que afinnaba no existir recurso
alguno contra su Senl,-i1cia. La Indiligencia del órgano judicial no
impide que exista también una indiligenCia de la parte sobre todo si esta
ha ;lctuado con aSistenCia letrada que debía conocer y tener nOllcia del
recUf'iO previsto en el arto 50 LOP), No puede pues prosperar el amparo
por fjlta de agotamiento de la vía judicial precedente Imputable a la
JCOlanJamc, causa de in;¡,umisión que en este momento procesal se
convierte en moti\·o de desestimación, y ello SlO perjUicIo de la facultad
del Tribunal de habilitar un plazo para interponer el citado recurso por
dd"ccto de jurisdicclon desde la nouficación de la Sentenc13 que recaiga
en amparo. habida cuenta que los órganos judiciales no sólo no
informaron debidamente de Jos recursos u¡iliz:lbks, sino que con su
manifestación de ine:\Istcncia pudieron inducir a error a la recurrente,

7. Por providencia de- 17 de enero de 1991 se señaló para
deliberaCIón y votacion del presente recurso el día 11 de febrero
Siguiente.

11. Fundamentos jurídicos

l. El Ministerio Fiscal. en sus alegaciones, pide la desestimación
dd rccurso por no haberse agotado la \'ia judiCial previa antes de su
inll..'rpuslción, ya \..jUl'. frente a la Sentenóa dictada por la .--\udiencia
Terntorial de Ban:elona, la demandante no a("udiü ~l recurso previsto en
dan. 50 de la Ley Organica del Poder J udici3.L precepto en cuyo
nú¡n. l." 'iC dice, en cieeto. que «(Contra la resolu¡;:ión firme en que el
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órgano dd orden jurisdiccional indicado en la resolución a que se refiere
d apartado 6, o de'! an. 9 declarl~ su falta de jurisdicción en un proceso
cuyos sujetos)' pretensiones fuesen los mismos, podrá interponerse en
d plazo de diez dias recurso por defecto de jurisdiccióm).

Esta tacha de ¡nadmisibilidad (de dcs('s¡imación en este momento)
no es _a('cplable por dos razones. LJ primera es que la resolución
rcc;.¡rnda. de la AudlCncía Territorial de Barcelona, no concluyó,
formalmente. con un fallo de ¡nadmisión por carencia de JurisdHxión,
SinO, segun se ha expuesto en Jos anlccedel1les. con el fallo de
(,dcsrstimar el presente recurso». La segunda consid~'Taclón es que. tras
b prirle dlsposniva de esta Sentencia, $e afirma taxatIvamente «contra
('sta resolución no cabe ningún recursQ)}. ) es del todo evidt'nte que
semejante afirmación. investida de la allc!or¡ra_~ que corresponde a quien
esto hizo ronstar. descarta todo reproche de negligencia a la parte por
no haber acudido. contrariando lo que el Tribunal seii31aba. al recurso.
ciertamente extraordinario. previsto en el citado arto 50 dc la Lc\
Organica del Poder JudIciaL No cabe imputar a la dcmandante el
mcumplimiento de la carga. prevista en el arl. 44.l al LOTe de agOlar
13" vías dc recurso existentes cuando el propio órgano judicial la ha
mstrUldo en el senlldo de que su resolución era va inatacable. Como
hemos dicho en la STC 65/1985. el agotamiento de los recursos
utdizables en la vía judicial se refiere a los medios procesalC's que
nzon?blemente puedan ser conocidos y ejercitados por lo... litigantes y
no exIge del CIUdadano que supere unas dificultades de interpretación
que exceden de lo razonable, como ocurriría en el presente caso SI se
considerase no cumplido e1 requisito establecido en el arto 44, J a)
LOTe.

No puede contrariar esta conclusión la jurisprudencia que el 1\1iniste­
ri0 Fiscal ota en su informe, porque las Sentencias constitucionales allí
rl'fcrid<l.s afectaron a cuestiones distintas. como fueron las de si
depararon o no indefensión instrucciones judiciales erróneas sobre la
llwcurribilidad dc la propia resoluoón o sobre otros paniculares (SSTC
70/J984. fundamento jurídico 3.°; 172/1985. fundamento jurídico 7.°.
y 107/1987. fundamento jurídico 1.0). Nada tiene que ver. en efecto. el
problema de la posible indefensión generada por tales errores judiciales
.:on la cuestión que en este momento importa, relativa a la earga de
culminar las vías jurisdiccionales antes de interponer un recurso de
amparo constitucional.

Por consiguiente. al margen de la trascendencia que la existencia del
recurso previsto en el art. 50 LOPJ pueda tener para la resolución de la
presente demanda. ha de rechazarse que la demanda Incurra en una
ca~sa de inadmisibilidad que nos impida entrar sobre el fondo de la
mlsma.

") Despejada la duda sobre la viabilidad del recurso, es preciso
entrar en el examen de la pretensión. a cuyo efecto resulta necesario.
ante todo. enmarcar correctamente al objeto de la queja.

Por de pronto. este Tribunal en modo alguno puede entrar en la
cuestión -que el demandante suscita en la súplica- de si le son debidos
o no los haberes que en su día reclamó y de quién sea. en hipótesis. el
obligado a tal pago. pues todo ello. sin duda alguna, es cuestión a
c~aminar desde la perspectiva de la legalidad ordinana y en la que. por
lo mismo. no puede entrar esta jurisdicción constitucional.

En relación con el problema constitucional planteado la actora sigue
una doble linea argumental que le lleva incluso en el suplico a peticiones
alternativas, según se acepte uno u otro razonamiento. La actora
fundamenta, en buena medida. su queja en la indefens.ión que le habría
deparado la sucesión de pronunciamientos de jurisdicciones distintas en
los que se habría llegado a reconocimientos fácticos también diversos a
propó~ito de la relación controYCrtida en uno y otro litigio. y cita. a este
propósito. la STC 62/1984. Junto a esta alegación de posible indefensión
provocada por la mera sucesión de resoluciones judidales contrastantes.
se sostiene que. ademas, se habría violado el arto 24 C.E. por la
Sentencia recurrida de la Sala Tercera de la Audiencía Territorial de
Barcelona. que aquí se impugna. al <~desestimaf) el recurso que formuló
quien hoy demanda con fundamento en lo que sin duda fue un
reconocimiento de falta de jurisdicción, pues la Sala concluyó el
fundamento jurídico 2.° de su Sentencia no sólo apreciando la «inexis·
tencia de probanza alguna» que permitiera confirmar cualquiera de las
hipótesis que apuntó, sino advirtiendo, a continuación, que la «solución
debía buscarse a traves de la vía judicial procedente, que no es
precisamente la jurisdicción contencioso-administr:niva».

Se trata de dos quejas constitucionales alternativas. en cuanto que el
sentido de nuestro fallo había de ser muy distinto según se acogiera una
u otra pretensión. En un orden lógico ha de examinarse en ,primer lugar
la queja relativa a la denegación de justicia, la de si 'la parte no ha
obtenido ninguna resolución de fondo a su pretensión por haberse
declarado incompetentes para conocerla sucesivamente dos órganos
judiciale,,:. Sólo si se rechaza esta pretensión, por entenderse que. aunque
desestimatorias, la actora ha obtenido una respue~ta sobre el fondo, es
cuando habría de examinarse si podría considerarse la existencia de
contradicción entre resoluciones judiciales fimles a los cfectos de la
doctrina sentada en la STC 6211984.

3. Para el Ministerio Fiscal no cabe duda que se ha yulnerado el
derecho a la tutela judicial efectiva de la solicitante de amparo que
incluye que los órganos judiciales deben determinar cuál sea la jurisdic-

('ión competente para conocer de la pretensión que ante ellos se ejercita.
lo qlll' cstabkCl' expresamente el arL 5.3 de la Ley reguladora de la
Juri ...dlCción Contencioso-Administrativa. El que el Tribunal de lo
Contenrimo-Administrati\-o remita a la jusiiciahle a la «YÍa judicial
prorC"Ócntc}). sin indicar en concreto de cual se trata y cuando ya se
h3bia recibido una respucsta negativa por parle dl' la jurisdicción laboral
-que sc habia remitido expresamente a la que ahoffl se declara
incompetente-o evidencia. no sólo que' la recurrente se ha yisto ayocada
a un «cahano procesal». sino que al final del mis.mo se ha encontrado
\in s~llida. pues no puede volvcr a la junsd¡ceión social. que ya se ha
declarado incompetentc. y tampoco parece que la vía civil pudiera serIe
de utilidad alguna. Concluye así afirmando que se deja «a la hoy
demandante en el más absoluto desamparo procesal».

Ha de aceptarse. en su integridad. cs\(' razonamiento puesto que.
pese a que el fallo dc la Sentencia impugnada sea formalmente
dcsCslimatorio. el fundamento jurídico 2.'-' de la Sentencia con toda
rlandJd se hasa en la inexistencia de una relación administrativa de
scnicios \ en la necesidad dC' que la prc{('nsión JI.:tora se busque «3
\r;:1\"(.;5 de la \'ía judicial procedente quc no es preci"amente la jurisdic­
non contCHcioso-adrninistratív,m. El órpno judicial no tUYO en cuenta,
',¡n embargo. que la actora habia acudido ya a la jurisdicción lahoral. y
que é\la <,e consideró incompetente por entender que la relación de
sen icios. cuva existencia no se cuestiona. em de carácter administrativo,
De l'stc modo. pronunciándose así, el Tribunal contencioso incumplió
la funcion tutelar que a los órganos jurisdIccionales corresponde para
g¡¡rantizar b maxima efectivid¡¡d del dC'fecho a la tutela judicial efcctha.
fllnció.n tutelar a la que se ha r('[erido ya ('ste Tribunal en un supuesto
que guarda en es~e particular concreto. alguna analo~ía con el presente
(STC 43/1984. fundamentos jurídicos::!. y 6.°). Nmgún deber tenía.
ciertamente. el Tribunal Contencioso en orden a reconocer su propia
jurisdil.."Ción en el asunto o. en otras palabras. ninguna vinculación
cxistía sobre él por el hecho de que el Tribunal Central de Trabajo
afirmara en su Sentencia que la cuestión correspondía al orden conten·
{'ioso-administrativo. pero tal independencia de criterio. que aqui no
cabría sino reconocer. no eximía al órgano jurisdiccional de preservar.
aun scnalando su falta de jurisdicción, el derecho a la tutela judi('lal de
la parte, lo que en el presente caso entraiiaba la exigencia, directamente
ligada al art. 14 CE.. de señalar cuál fuera el orden jurisdiccional al que.
.a su juicio. correspondía el conocimiento de! litigio. según requieren. por
lo demás. el arto 5.3 de la Ley de la .Jurisdicción Contencioso­
Administrativa y el arto 9.6 de la Ley Orgánica dd Poder Judicial,
dando así ocasión a la partc para formular el recurso por ddecto de
jurisdicción a que se refiere el arto 50.1 LQPJ o para acudir, si así
prefiriera hacer, a la vía jurisdiccional cuya identificación debió aquí
realizarse.

El amparo. en consecuencia. ha de ser concedido, pues el derecho a
la tUtC'!¡l judicial efectiva de la parte fuc menoscabado, originándosele
inddcnsión. al rechazarse su pretensión sin identificar cuál fuera la vía
jurisdiccional idónea y sin realizar el Trihunal Contencioso. tampoco,
un pronunCIamiento explícito de falta de jurisdicción. al que debiera
haher ido unida la instrucción de la procedencia del recurso C.C3rt, 50
de la Lev Orgánica del Poder Judicial. instrucción que aquí no sólo se
omitió. 'sino que fue sustituida por llna declaración contraria dé
irrecurribilidad.

De acuerdo a la pretensión actora. se ha de anular la Sentencia
impugnada. con retroacción de las actuaciones a~ momento inmediata­
mente antenor a ser -dictada, para que se dicte nueva Sentencia en la
quc. (l bien se entre en el fondo del asunto, o bien, de estimarse
incompetentc. se indique expreS3mcnte cuál es la jurisdicóón compe­
tente y se instruya a la parte sobre el recurso procedent/" ante tal
pronunciamiento de falta de jurisdicción. para que la misma pueda
plant(';:¡rlo en la forma legalmente establecida. La nulidad de la Sentencia
hace mnecesario que este Tribunal se pronuncie sobre la presunta
contradicción entre las resoluciones judiciales en relación con la
imputación subjetiva de la eventual relaoón de servicios.

FALLO
En atenci6n a todo lo expuesto, el Tribunal Constítucio~al, POR LA

ACTORlDAD QCE LE CONFIERE LA C"Ol"STlTUCIÓ?\ DE L .... NACIÓN
ESPAÑOLA.

Ha decidido
Estimar el amparo solicitado por doña Maria Asunción Tío Pagés, y

en su virtud:

L Reconocer su derecho a la tutela judicial efectiva.
2. Declarar nula la Sentcnda de la Sala Tercera de lo Contencioso­

Administrativo de la Audiencia Territorial de Barcelona de 20 de julio
de 1988 (recurso contencioso-administrati"o núm. 665;87).

3. Retrotraer las actuaciones al momento del fallo, para que se
dicte nueva Sentencia. de acuerdo a lo indicado en el fundamento jurí­
dico 3."

PuhlíquL'se esta Sentencia en el «Boletín Oficial del Estado»,
Dada en Madrid a once de febrero de mil novecientos noventa y

uoo.-Francisco Rubio LJorente.-Miguel Rodríguez·Piñcro y Bravo­
Fcrref.-José Luis de los Mozos y de los Mozos.-Alvaro Rodríguez
BercÍjo.-J.oS(~ Gabaldón López.-Finnados )' rubricados.


